
ACTA N? 248

Lugar, fecha y hora de inicio En la ciudad de San Miguel de Tucumán a los tres

días del mes de mayo de 2017 siendo horas 16:10, en la sede administrativa sita

en calle 9 de julio 541, abre su sesión doscientos cuarenta y ocho el Consejo

Asesor de la Magistratura bajo la Presidencia del Dr. Daniel Oscar Posse.

Asistentes

Fernando Juri (titular por la mayoría parlamentaria)

Roque Cativa (suplente por la mayoría parlamentaria)

Fernando Valdez (titular por la minoría parlamentaria)

Silvia Rojkés (suplente por la mayoría parlamentaria)

Carlos Santiago Caramuti (titular por los magistrados del Centro Judicial

Capital)

José Adle (titular por los abogados de Capital)

Martín Tello (titular por los abogados matriculados de los Centros Judiciales

Concepción y Monteros)

José Dantur (suplente por los magistrados de Capital)

Jorge Carrasco (suplente por los magistrados del Sur)

Jorge Conrado Martínez (suplente por los abogados matriculados de la

Capital)

Rolando Granero (suplente por los abogados matriculados de los Centros

Judiciales Concepción y Monteros)

En la presente sesión se toma versión taquigráfica de las manifestaciones

efectuadas por los miembros del Consejo por parte del Cuerpo de Taquigrafos de

la H. Legislatura de Tucumán. En caso que un Consejero lo requiera

, Expresamente se dejará constancia en el acta de la manifestación en cuestión.

ORDEN DEL DÍA:

De acuerdo a lo dispuesto en los arts. 7, 13 inciso d) y concordantes del

Reglamento Interno del Consejo Asesor de la Magistratura, el orden del día para

la sesión n* 248 y que fuera remitido anteriormente a los señores Consejeros por

correo electrónico es el siguiente:

1. A consideración acta de la sesión anterior.



2. Resolución n? 4 y n%5 del Consejo Académico de la Escuela Judicial sobre

cronograma de inscripción anual e incorporación de nuevos formadores.

3. Concurso n* 114 (Juzgado en lo Civil en Documentos y Locaciones 1

nominación del Centro Judicial Capital): etapa de entrevistas.

Concursantes a entrevistar:

Postulante Puntaje

a) MÉNDEZ, ELEONORA CLAUDIA 68,00

b) ARIAS, MARÍA DEL ROSARIO 66,75

c) CAGNA, PEDRO DANIEL 65,25

d) PAUTASSL ENZO DARÍO 63,25

e) ELEAS, LUCIANA 62,75

f) BARROS DE ARAUJO, MARÍA INÉS 62,75

2) RODRÍGUEZ DUSING, MARÍA GABRIELA 61,37

h) ALBORNOZ COLOMO, MARÍA SARA 58,00

1) PAEZ DE LA TORRE, RUY 57,25

j) ALBORNOZ, LUIS RODOLFO 55,85

DESARROLLO DE LA SESIÓN:

L-

A consideración acta de la sesión anterior

El Dr. Posse puso a consideración el acta n” 247 correspondiente a la sesión

anterior, que fuera remitida vía correo electrónico a los consejeros previamente.

Sin formularse observaciones, el acta fue aprobada.

s M-

Resolución n* 4 y n%5 del Consejo Académico de la Escuela Judicial sobre

cronograma de inscripción anual e incorporación de nuevos formadores.

Por Presidencia se dio lectura de la resolución n? 4 que establece el cronograma

de inscripciones para la nueva cohorte 2017. Seguidamente a la resolución n* 5

que se refiere a la incorporación de tres nuevos formadores, Graciela Alicia
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González, Daniel Corach y María Guillermina Almada (Conicet) a partir del año

académico 2017 para que integren el plantel de docentes para el dictado del

Seminario Multidisciplinario “Aprovechamiento y Utilización de las Pericias

Judiciales” del Programa de Formación en Competencias para la Magistratura.

Puestas a consideración, ambas propuestas fueron aprobadas.

n.-

Concurso Concurso n* 114 (Juzgado en lo Civil en Documentos y Locaciones

l nominación del Centro Judicial Capital): entrevistas personales

A continuación se comenzó con el tratamiento del siguiente punto del orden del

día, consistente en la realización de las entrevistas personales en el concurso no

114, en cumplimiento de los art. 12 y 13 de la ley 8197 y art. 44 del Reglamento

Interno.

El Dr. Posse comunicó a los Sres. Consejeros que habiendo sido notificados los

postulantes que estaban en condiciones de tomar parte de la entrevista, se daría

comienzo a la audiencia en el orden de mérito provisorio aprobado.

Se deja constancia que la concursante Eleonora Claudia Méndez, primera en el

orden de mérito provisorio, renunció formalmente a participar de la etapa de

entrevistas, quedando en consecuencia excluida del presente concurso.

a) Por Secretaría se invitó en primer término a la Dra. María del Rosario Arias a

presentarse ante el cuerpo para dar comienzo con la entrevista de conformidad con

la normativa vigente. Tomó la palabra el Dr. Posse, quien luego de dar la

bienvenida a la postulante y agradecerle su presencia, explicó el procedimiento a

seguir.

En primer lugar el Dr. Dantur refirió que el nuevo Código Civil y Comercial había

introducido algunas normas procesales, como en materia de carga de la prueba y

pidió su opinión sobre la constitucionalidad de esas normas procesales. En

segundo lugar consultó cómo jugaba el art. 1735 que habla de la carga dinámica

con nuestro código procesal local y a qué procesos entendía que se podía aplicar

<» La entrevistada dijo que efectivamente el nuevo código introdujo más de 300

_Bormas procesales y que había opiniones doctrinarias encontradas en ese aspecto,

y ES sosteniendo algunos que era una intromisión en las facultades propias de las

provincias. Que otros autores, posición que compartía, sostenían que la Corte

nacional había avalado las normas procesales en códigos de fondo cuando tenían

por objeto asegurar la efectividad de los derechos contenidos en los códigos de

fondo, que así se lograba uniformidad en las distintas legislaciones provinciales.

Que había numerosas normas procesales, aludiendo como ejemplo al domicilio
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profesional; que también en materia de familia en especial eran muchas con el

propósito de introducir la oralidad, la concentración y la oficiosidad, citando el

artículo 710 que facultaba a los jueces a ordenar pruebas incluso de oficio y que

también estaban las de la prueba dinámica. Que una norma en particular notaba

que podía ser inconstitucional, la que ordenaba que se publiquen edictos por un

día en las sucesiones intestadas. Que creía que compatibilizar todo eso, había que

unificar las normas y que para eso estaba funcionando la comisión de reforma. En

cuanto a las normas de cargas probatorias dinámicas, citando a Peyrano, dijo que

funcionaba en los casos en los que la prueba no era suficiente para resolver una

causa. Que en esos casos el juez ante esa insuficiencia se preguntaba quién tenía la

carga de probar, apartándose del principio del deber del onus probandi. Que este

principio de la carga dinámica significaba que debía probar quien se encontraba

en mejores condiciones de probar, que por eso era dinámica, porque podía recaer

en el actor o en el demandado, según quién estuviese en mejores condiciones.

Ejemplificó con los casos de mala praxis médica, cayendo en los profesionales o

en los establecimientos médicos probar que no hubo negligencia. Citó a

Kemelmajer de Carlucci que afirmaba que en Estados Unidos para hacer uso del

ura novit curia los jueces avisaban a las partes para garantizar el derecho de

defensa y que en este caso el juez debía avisar a las partes que aplicaría este

sistema de cargas probatorias, para garantizar el derecho de defensa de las partes,

si bien la norma establecía que el juez podía hacerlo.

El mismo Consejero consultó si aplicaría esto a los nuevos procesos o a los que ya

estaban en trámite. Respondió la entrevistada que sí se aplicaría a los juicios en

trámite, pero analizando si estaban en una etapa anterior al ofrecimiento de

prueba.

El Dr. Adle consultó sobre el amparo a la simple tenencia y su visión al respecto

teniendo en cuenta las lagunas que existían en su regulación y que generaba

dificultades en la práctica.

La entrevistada dijo que con las acciones posesorias que prevé el nuevo Código

para mantenerse y recuperar la posesión se podían canalizar estas pretensiones.

Que debía distinguirse si lo hechos ocurrían en capital o en el interior de la

provincia, o en el resto de la provincia. Que en los primeros supuestos era

competente el juez de documentos y locaciones, con un procedimiento reglado, en

| el que interviene el juez del fuero de documentos y locaciones, con participación
de la otra parte y posibilidad de defenderse. Que en los otros casos, tramitaba ante

RS los jueces de paz y que se discutía sobre la constitucionalidad de estos procesos

EOS «¿ónsiderando que era unilateral el proceso sin intervención de la otra parte. Que

% Si $” en el marco de la ley 4815 se habían dictado numerosos amparos y que no hubo

2” planteos de inconstitucionalidad. Que en el fondo era una acción policial que

buscaba volver las cosas al estado anterior pero no hacía cosa juzgada y no

impedía que después se pueda iniciar otra acción. Que prefería regirse por las

normas del código civil y comercial, ya que el hecho de que los jueces tengan que



trasladarse al lugar del hecho para hacer inspecciones oculares era peligroso, pero

que prefería que los justiciables vayan al juzgado.

El Dr. Valdez preguntó si había materia de consumo en el fuero concursado y

cómo se imaginaba en ese ámbito la aplicación de las normas protectorias.

Dijo la entrevistada que se habían derivado al fuero muchas acciones relacionadas

con la telefonía celular que inicialmente estaban en el fuero civil pero que por

criterio de la Corte habían pasado a documentos considerando que se trataba de un

contrato de servicios. Afirmó que al momento de aplicar la ley 24240 debía

tenerse en cuenta que era de orden público y que la interpretación de las normas

debía ser a favor del consumidor, por imperio constitucional, que tutelaba los

derechos de los usuarios y consumidores, citando el artículo 42 y los derechos allí

consagrados. Que generaba polémica la aplicación de estas normas a los títulos

cambiarios, por dos cuestiones: la competencia y la causa. Que había criterios

distintos en la doctrina y la jurisprudencia respecto de la competencia. Citó el

artículo 36 de la ley 24240 en cuanto atribuía competencia al juez del domicilio

real del consumidor demandado. Aludió a los principios de incompetencia

territorial, pero que a raíz de la protección al consumidor el juez podía declararse

incompetente de oficio para cumplir con la manda del artículo 36. Refirió también

a la cuestión debatida del pagaré de consumo y a la problemática que suscitaba la

operatoria del crédito al consumo; que aplicando la normativa específica se podía

ingresar en el análisis de la causa del título de crédito y refirió los requisitos

específicos que tenía que tener la operación, citando opiniones doctrinarias.

Concluyó que si el juez en una ejecución de un pagaré observaba que detrás había

una relación de consumo y se probaba que el proveedor no había cumplido los

requisitos de información del artículo 36, se podría declarar inhábil al título.

El Dr. Tello preguntó cómo actuaría frente a esos problemas, a lo que respondió

que sí actuaría de oficio en cuanto a la incompetencia, pero que con respecto al

pagaré pediría que hagan el planteo los consumidores y correría traslado a la

empresa para analizar si era o no hábil el título para la ejecución.

Dándose por concluida la entrevista, se agradeció la presencia de la participante y

se la invitó a retirarse de la sala.

b) A continuación se invitó por Secretaría a ingresar a la Sala al Dr. Pedro Daniel

Cagna. Tomó la palabra el Dr. Posse, quien luego de dar la bienvenida a la

postulante y agradecerle su presencia, explicó el procedimiento a seguir.

El Dr. Adle preguntó si conocía la realidad del juzgado que va a concursar.

Respondió el entrevistado que tuvo la posibilidad de hablar con funcionarios del

juzgado y constatar datos mediante la oficina de estadísticas de la Corte que se

realizan por períodos cuatrimestrales. Dijo que en el último cuatrimestre
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ingresaron 497 causas, 1500 aproximadamente por año. Que los juzgados del

fuero están produciendo cerca de 438 sentencias definitivas por cuatrimestre, es

decir cerca de 1300 definitivas por año y 320 sentencias interlocutorias, lo que

daba cuenta de un nivel de producción interesante. Que estos datos eran valiosos

porque sirven para orientar el perfil del juzgado y que quizás el fuero concursado

era de los que más causas recibían por año. Dijo que a través de la comisión inter

poderes de la Legislatura provincial se podría trabajar en orden a estos datos para

mejorar algunos procedimientos. Que había que estructurar mecanismos para

aliviar la tarea y el volumen de litigiosidad de estos juzgados y que eso era

fundamental en estos tiempos.

El Dr. Dantur refirió que el nuevo Código Civil y Comercial había introducido

algunas normas procesales, como en materia de carga de la prueba y pidió su

opinión sobre la constitucionalidad de esas normas procesales, en especial

teniendo en cuenta que en el fuero se debatían cuestiones de responsabilidad

profesional. En segundo lugar consultó cómo jugaban estas normas con nuestro

código procesal local y a qué procesos en trámite entendía que se podía aplicar.

Respondió el concursante que el Código Civil y Comercial había incorporado

dentro de su articulado el principio de carga dinámica de la prueba y la posibilidad

de que los jueces avisen a las partes del proceso que van a hacer uso de este

principio y que aquellos que estén en mejores condiciones de probar deberán

hacerlo. Que funcionaba como excepción ya que en principio el que alegaba un

hecho debía probarlo, pero que era importante esa posibilidad sobre todo. en

determinados juicios de naturaleza compleja, en juicios de trascendencia como

acciones colectivas, o en casos de prestamistas profesionales de crédito o

prestadoras de servicios masivos como telefonía celular que se encontraban en

mejores condiciones de aportar elementos para la resolución del caso y llegar a la

verdad objetiva. Que uno de los propósitos de la comisión inter-poderes era

adaptar el código de procedimientos al nuevo código civil y comercial. En

relación a los juicios en trámite sostuvo que había que analizar detalladamente la

etapa procesal de cada trámite. Que no sería lógico que vencido el trámite de

ofrecimiento de prueba se aplique el principio por la preclusión. Que había que

establecer las pautas para garantizar y asegurar la tutela judicial efectiva y el

debido proceso. Que ese sería el valladar del juez para aplicar ese principio.

El Leg. Valdez preguntó si había materia de consumo en el fuero y como

armonizaría el principio protectorio en ese fuero.

Afirmó el concursante que el derecho de consumo era un derecho cuyo

empoderamiento era cada vez más importante. Que era un derecho transversal y

de relevancia fundamental en nuestra estructura. Que el código civil nuevo lo ha

considerado de manera especial, como una categoría de contratos a la par del

contrato paritario y que había incorporado también los contratos de adhesión y

una parte general regulando disposiciones vinculadas a los consumidores. Que el

fuero de documentos y locaciones se vinculaba a prestamistas especiales de
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créditos, como bancos, tarjetas de crédito, entidades crediticias, y que el nuevo

código había establecido pautas específicas por ejemplo el caso de los contratos

bancarios, principios de transparencias y principios protectorios de los contratos

bancarios a los que consideraba como contratos de consumo. Que la dinámica de

los tiempos iba imponiendo que el juez comprenda la lógica del derecho de los

consumidores. Que se había avanzado tanto que existían fallos muy importantes

sobre los títulos de crédito como el pagaré de consumo que era un tema

trascendente. Agregó que muchos juzgados habían interpretado que en esos casos

era necesario completar la información sobre el negocio jurídico subyacente para

determinar el tema de la habilidad del título y avanzar en la ejecución. Dijo que

eso era un tema fundamental para equilibrar el sinalagma atendiendo a la

característica fundamental de la debilidad del consumidor; que ese era uno de los

desafíos del nuevo código. Que le parecía muy importante que los juzgados del

fuero se tengan en cuenta los derechos el consumidor, avanzando no solo en las

acciones individuales sino también en las acciones definidas por el art. 43 de la

CN, denominadas acciones colectivas. Citó casos jurisprudenciales como Padec

vs. Swiss Medical y Halabi referidas a este tema.

El Leg. Juri pidió su opinión sobre la ley de subrogancias recientemente

sancionada.

El Dr. Cagna dijo que era un avance importantísimo que viene a cubrir una gran

necesidad, cual es la de suplir la enorme cantidad de vacancias y destrabar las

situaciones que afectan el servicio de justicia, en especial en fueron donde se

observaba un cuello de botella importante como en el fuero penal y además

porque evitaba la sobrecarga de los jueces que suplían las vacancias. Que en línea

de principio lo ideal sería que no hubiera subrogancias, que el juez subrogante era

un juez de tránsito y que eso podía a veces afectar la independencia, pero que le

parecía muy valiente la decisión de la Legislatura que había seguido los

lineamientos de la CSJN en caso Uriarte y empoderar al CAM. Que este tipo de

situaciones de tránsito servían para facilitar y asegurar el normal servicio de

justicia en casos de vacancias. Que el proyecto era bueno porque preveía que se

respete el trámite que la Constitución establece para la designación de jueces en

propiedad, pasando por el CAM y su procedimiento de concursos. Que al tratarse

de un régimen de excepción hubiera sido bueno que el PE pudiera seleccionar con

celeridad de la lista que remita el CAM. Que no era partidario de los plazos en

ciertos casos pero que al tratarse de un sistema de transición hubiera podido

incorporarse un plazo para este tema. Que la logística de los concursos demandaba

su tiempo, que entre el llamado al concurso a la jura del juez ante la Corte el

proceso demandaba un año a un año y medio, dependiendo a veces de variables

imponderables. Dijo asimismo que otra solución a su juicio serían los concursos

«Y múltiples que podrían servir para suplir los problemas de logística y ahorrar

dilaciones.

El Dr. Caramuti preguntó a qué se refería con el tema del plazo, si a la elección

transitoria o a la elección definitiva de la terna.



Expresó el concursante que lo ideal sería que la dilación sea razonable sin

imponer plazo pero que en los hechos la dilación no había sido razonable. Que

cuando la Legislatura aprobó el sistema de doble instancia laboral, que hubo un

caso en que se demoró un año y medio en la selección desde que el CAM elevó la

terna. Que en esos casos si sería plausible el plazo de 90 o 120 días.

El Consejero Caramuti acoto que harían falta más subrogancias en la medida en

que se demore más cubrir las vacantes.

Agregó el entrevistado que la decisión del poder ejecutivo era un acto político, no

administrativo, con cierto nivel de discrecionalidad y que en los casos en que se

hubiere elevado una terna y que no se hubiera seleccionado dentro de los

postulantes remitidos, entendería en frente al silencio por aplicación de los

principios generales del derecho, que el PE eligió al primero del orden de mérito y

que con ello se resolvería de alguna manera el problema de la dilación temporal.

Dándose por concluida la entrevista, se agradeció la presencia del participante y se

lo invitó a retirarse de la sala.

c) A continuación se invitó por Secretaría a ingresar a la Sala al Dr. Enzo Darío

Pautassi. Tomó la palabra el Dr. Posse, quien luego de dar la bienvenida al

postulante y agradecerle su presencia, explicó el procedimiento a seguir.

El Dr. Dantur refirió que el nuevo Código Civil y Comercial había introducido

algunas normas procesales, como en materia de carga de la prueba y pidió su

opinión sobre la constitucionalidad de esas normas procesales, en especial

teniendo en cuenta que en el fuero se debatían cuestiones de responsabilidad

profesional. En segundo lugar consultó cómo jugaban estas normas con nuestro

código procesal local y a qué procesos en trámite entendía que se podía aplicar.

El entrevistado manifestó que la carga probatoria dinámica era una teoría muy

válida en los juicios del fuero, en especial en los juicios de mala praxis o de daños

donde podría haber una situación de desequilibrio en la situación de la prueba que

podían aportar las partes. Que desde lo teórico no veía que esta norma sea

inconstitucional, que era una norma válida y que el nuevo código aportaba

herramientas al juez para llegar a la verdad jurídica objetiva, que no se

contraponía con normas del código procesal local sino que se podían

¿2omplementar. Que podía aplicarla en los procesos de daños y perjuicios pero no

>” en los desalojos y procesos ejecutivos que tenían normas especiales donde la

> Prueba era más acotada y tienen sus normas especiales, son justamente juicios que

$” tratan de abreviarse, y que si había alguna cuestión a discutir sobre la causa, sobre

la obligación, tendría que ser discutida en un proceso ordinario.

El Dr. Dantur acotó respecto de la aplicación temporal de la norma.



Respondió que se aplicaría el Código de Vélez a las relaciones anteriores por el

mismo artículo 7% del Código Civil y Comercial; y que a las situaciones

posteriores al 1” de agosto el nuevo código. Que con respecto a los juicios

iniciados con posterioridad por medio de una providencia, el juez debía poner en

conocimiento que va a hacer aplicación de esta teoría; y que en los juicios

anteriores tal vez podría sin necesidad de que exista ningún tipo de nulidades y

demás poner una providencia en la cual también se ponga en conocimiento que se

va hacer uso de esta teoría.

El Dr. Adle aludió a los problemas que generaba el amparo a la simple tenencia y

pidió que exprese su visión al respecto.

El entrevistado contestó que había algunos procesos de jurisdicción local o urbano

que estaban en el código de procedimientos regulados bajo el procedimiento

sumarísimo y por otro lado la ley 4815 que regulaba los amparos a la simple

tenencia en ámbito rural. Aludió a la regulación de esta medida, a la que calificó

como medida policial, en donde el juez de paz debía hacerse de la prueba en el

mismo lugar de los hechos, explicando el procedimiento en estos casos. Que era

importante no olvidar que lo que se trataba de proteger era la situación de hecho

existente frente a una turbación, y que no se discutía ni posesión ni propiedad en

este tipo de medidas.

El Dr. Valdez preguntó si había materia de consumo en el fuero y como

armonizaría el principio protectorio en ese fuero.

El aspirante dijo que actualmente era una situación muy en boga las acciones de

consumo. Que generalmente se referían a telefonía pero que recién se estaba

formando jurisprudencia en el fuero sobre estas cuestiones. Que se estaba

avanzando y dando los primeros pasos en el fuero. Que le parecía acertada la

aplicación de la teoría de la carga probatoria dinámica a estas acciones. Que la ley

24240 trataba de llegar a un equilibrio en las partes.

La Leg. Rojkés hizo referencia a distintos problemas como usuaria de telefonía

celular y preguntó si se podía iniciar una acción colectiva.

Afirmó el entrevistado que sí, que en su opinión había que iniciar directamente la

acción, porque no era obligatorio el reclamo previo.

El Dr. Caramuti pidió que exprese su opinión sobre los daños punitivos.

¡+ Explicó el entrevistado que se otorgaba una indemnización por los daños causados

e ¿al damnificado por una mala prestación del servicio. Que eran reclamos atendibles
> S

e y que existían antecedentes en el fuero sobre este tipo de daños y sobre su

procedencia.

El Dr. Juri preguntó por su motivación para acceder al cargo de juez.



Expresó Pautassi que lo motivaba la vocación. Aludió a su carrera profesional

dentro del poder judicial, que se había formado dentro de la Justicia. Que en el

caso de lograr este cargo sería continuar con su carrera. Que tenía una formación

judicial y que quería ascender.

El Dr. Martínez preguntó si entendía que el doble turno mejoraba la atención de

tribunales, desde su posición de adentro.

Afirmó el aspirante que no había que perder de vista que se trataba de un solo

juzgado a pesar de los dos turnos, que eso dependía de la organización. Que era

positivo el doble turno pero que era imprescindible contar con un buen grupo

humano de trabajo.

El Dr. Posse preguntó si consideraba que se podía optimizar el funcionamiento del

juzgado en el fuero.

Contestó el entrevistado que tenían las herramientas, como con la creación del

doble turno, el uso del Lex, para dar una respuesta satisfactoria a los litigantes y

abogados. Que era importante formar un buen equipo de gestión. Aludió a su

experiencia como secretario de primera instancia y a su trabajo en equipo con el

personal. A título de ejemplo dijo que se podía mejorar capacitando a todos los

empleados para que supieran hacer todo, que en su caso dividían la cantidad de

tarea y así obtenían buenos resultados en celeridad. Reiteró que había

herramientas.

El Dr. Posse preguntó si consideraba que hacía falta más empleados o más

relatores, a lo que manifestó que no hacían falta más relatores, que con dos eran

suficientes, que sí se podría incrementar la cantidad de empleados, en especial

para el turno vespertino para atención de mostrador. Que con dedicación y trabajo

se podía mejorar, con mucho estudio y apuntando al equipo, que el juez solo ya no

podía seguir.

El Presidente consultó su visión sobre la coexistencia de dos regímenes en materia

de amparo a la simple tenencia.

Contestó que se podía unificar, que la ley 4815 obedecía a otros tiempos y que la

realidad superaba a la actuación y conocimientos de los jueces de paz legos. Que

se estaba yendo por buen rumbo, haciendo un solo tipo de procedimientos, como

el sumarísimo previsto en el código de procedimientos. Que la ley 4815 estaba

desactualizada por la importancia de las cuestiones que se suscitaban en el campo.

Dándose por concluida la entrevista, se agradeció la presencia del participante y se

lo invitó a retirarse de la sala.
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d) A continuación se invitó a ingresar a la Sala a la Dra. Luciana Eleas. Tomó la

palabra el Presidente Dr. Posse, quien luego de dar la bienvenida a la postulante y

agradecerle su presencia, explicó el procedimiento a seguir.

El Leg. Juri le preguntó por sus motivaciones para postularse al cargo.

Respondió Eleas que sus motivaciones tenían que ver con su visión para ejercer la

judicatura y generar valor. Que un juez es un líder o director de un equipo con el

objetivo de solucionar los conflictos. Que trabaja en el poder judicial y que se

siente valiosa para generar un cambio positivo y generar un valor. Que si bien era

muy joven para cubrir tan exigente cargo y ejercer esa función, creía que no se

trataba de la edad, sino de la capacidad, del compromiso, de tener vocación de

servicio. Dijo que era importante la vocación de servicio. Que su madre es

abogada y que desde chica se vinculó a la profesión. Que desde la época de

estudiante hacía la procuración en el estudio de su madre. Que también se formó

en mediación y en una maestría. Que luego rindió para secretaria y tuvo la

posibilidad de vivir desde adentro la situación del poder judicial.

El Leg. Juri preguntó seguidamente si conocía la situación del juzgado

concursado.

Manifestó la concursante que tuvo la posibilidad de hablar con el secretario Patrón

Uriburu para conocer el juzgado, dando datos sobre la cantidad de empleados y la

organización interna del trabajo. Que tienen un sistema de subrogancias muy

organizado. Que se dividen las sentencias de honorarios, sentencias de trance y

remate y subrogan distintos jueces, según lo ordenado por la Corte. Y que para

sentencias definitivas se sorteaba a través de presidencia de la Cámara el juez que

va a dictar sentencia. Que hay dos vacancias de relatores. Explicó que el 70 % son

juicios ejecutivos y del 30% restante se encuentran los juicios de desalojo y

vinculados con juicios de consumo derivados de incompetencias de jueces civiles

y comerciales comunes. Generalmente casos de telefonía fija y móvil. Que la

mora no era alta pero que se relaciona con el tiempo de la falta de titular del

juzgado. Dio datos acerca de la mora en sentencias interlocutorias y volumen de

Juicios.

Señaló que las cuestiones más complejas, que son las menos en proporción del

total de procesos, eran las que se estaban relegando en razón de la falta de juez

titular. Con respecto a los escritos, la desproporción entre la cantidad y la demora

se presentaba a la inversa porque había más de 240 escritos al cierre del fin de
NA r .. r

0%” mes, en mora, con más de dos días de presentación y que se podía observar que el
oe : - : :

¿Volumen de presentaciones de escritos que tiene el juzgado es enorme.

El Dr. Dantur dijo que en otras jurisdicciones en el primer decreto el juez

rechazaba la ejecución por inhabilidad de título y le preguntó si estaba de acuerdo

con este proceder o si veía algún inconveniente por el cual en nuestra jurisdicción

esta práctica no existía.
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Respondió la concursante que el código y las leyes fondo daban las herramientas

para ser expeditos y claros al momento del primer decreto, que en principio debía

aplicar el principio de economía procesal y el rechazo in limine sería bueno para

ahorrar tiempo y recursos si realmente era evidente que un título no cumple con

las condiciones para ser un título ejecutivo.

El Dr. Dantur refirió que el nuevo Código Civil y Comercial había introducido

algunas normas procesales, como en materia de carga de la prueba la aplicación

de la teoría de las cargas dinámicas y pidió su opinión sobre la constitucionalidad

de esas normas procesales. En segundo lugar consultó cómo jugaban estas normas

con nuestro código procesal local y a qué procesos en trámite entendía que se

podía aplicar desde el punto de vista temporal.

Respondió que en primer lugar respecto a la carga de la prueba dinámica se debe

evaluar en el caso concreto. Que había muchos fallos al respecto pero que era

importante ver que parte se encontraba en mejores posiciones de probar los

hechos. Que la paridad por ejemplo en casos de mala praxis estaba en manos del

personal médico. Que se aplica para equiparar la relación de las partes en el

proceso.

El Leg. Valdez preguntó si se aplicaba el derecho del consumidor en el fuero de

documentos y locaciones y particularmente si era aplicable el daño punitivo

previsto en el artículo 52 bis de la ley 26361.

Expresó la concursante que la ley de defensa del consumidor no dejaba de

aplicarse por incompetencia de los juzgados civiles. Que debían tramitarse

mediante el proceso sumarísimo, de conocimiento y no ejecutivo y tratando de

concentrar la mayor cantidad de decisiones en la audiencia preliminar porque así

lo preveía el código. Que con respecto al daño punitivo consideraba que debía ser

disuasivo, para evitar la propagación de mayores daños, que se tenía que evaluar

en cada caso teniendo en cuenta el incumplimiento. Aludió al origen de la figura y

su finalidad en orden a intentar ser disuasivos.

El Dr. Dantur consultó si estaba de acuerdo con que la multa vaya a favor del

consumidor.

Dijo que no era justo porque realmente lo que se pretendía era que el sistema sea

disuasivo; comparó la situación en la ley de concursos y quiebras, con los créditos

caducos que van al Estado y dijo que eso hubiera sido la solución más correcta y

que le permitiría al juez actuar con mayor imparcialidad.

/ El Dr. Adle consultó respecto a la locación del nuevo código civil y las diferencias
¿2% con el régimen anterior, en especial en cuanto a la protección de las personas.
SS

> e . ' : ;
ASIS Dijo la entrevistada que igualaba los plazos a dos años. Que antes diferenciaba

, locaciones urbanas de rurales. Que la protección de las personas vulnerables

estaba en todo el código y que los pactos internacionales debían aplicarse en todo
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momento y que era necesario aplicar todas las normas convencionales y

constitucionales para garantizar que el acceso a la justicia y el derecho de defensa

de las partes vulnerables, sea efectivamente cumplido en el proceso. Dijo además

que en el marco de las locaciones con menores de edad, si bien se consideraba que

no eran parte en los procesos, se debía garantizar que el interés superior del niño

no se vea vulnerado como consecuencia de un eventual desalojo; citó las Reglas

de Brasilia y señaló que la protección también era para otros sectores vulnerables

como los mayores de edad, las personas en situación de discapacidad.

El Dr. Posse le consultó respecto al amparo a la simple tenencia y la subsistencia

de dos regímenes y le preguntó el por qué de esa diferenciación.

Dijo Eleas que en la práctica no generaba diferencias sustanciales, que el amparo

a la simple tenencia estaba cuestionado en su constitucionalidad pero que de

hecho los jueces del fuero aplicaban el código procesal de igual manera que los

jueces de paz aplicaban la ley en sus respectivas jurisdicciones. Que se trataba de

delimitar a través de medidas preliminares quien detentó el inmueble antes de la

presentación del amparo. Que era muy limitado el ámbito de conocimiento y que

no causaba estado. Que no había diferencias sustanciales y que sería más

organizado tener una sola normativa.

El Presidente Dr. Posse agregó que se usaba mucho esta herramienta en zonas

rurales, sobre todo en conflictos donde aparecen las comunidades y pueblos

originarios y preguntó si conocía la existencia de una ley de regularización

territorial

La Dra. Eleas mencionó la ley n* 26160 que declara la emergencia vinculada con

la situación de los pueblos originarios y pretende la suspensión de todas las

medidas de desalojo y los actos administrativos que tiendan a cambiar la situación

de hecho con respecto al derecho de posesión y de propiedad. Que había que

revisar en cada caso en concreto la situación y que la propiedad tradicional de los

pueblos originarios, que era muy importante y tenía raigambre constitucional,

tenía que ser acreditada; que el análisis probatorio debía ser en el marco de un

juicio posesorio y no dentro de un juicio de desalojo.

El Consejero Caramuti consultó sobre las Reglas de Brasilia en estos casos.

La entrevistada dijo que había que ver en el caso concreto si había una situación

de vulnerabilidad y que en ese caso se tenían que aplicar las Reglas de Brasilia

para el acceso a la justicia y prever las medidas que sean conducentes para

garantizar que estos pueblos estén representados y tengan la posibilidad de acceso

y de defensa.

S*
Sy El Dr. Posse preguntó si conocía algún fallo en esa materia a lo que contestó que
> SE - -

SN y había un fallo de la Corte donde reconoce la importancia de esta norma y otro

ES EN fallo de la Corte Interamericana de Justicia, donde en todos los casos se reconocía

ES la importancia cultural y espiritual que tienen las tierras para estos pueblos
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originarios y ponían en cabeza del Estado la obligación de tomar las medidas

necesarias para garantizar el efectivo derecho de propiedad.

Dándose por concluida la entrevista, se agradeció la presencia de la participante y

se la invitó a retirarse de la sala.

e) A continuación se invitó a ingresar a la Sala a la Dra. María Inés Barros.

Tomó la palabra el Presidente Dr. Posse, quien luego de dar la bienvenida a la

postulante y agradecerle su presencia, explicó el procedimiento a seguir.

En primer término el Dr. Adle consultó sobre las diferencias en el régimen de

locación en cuanto a la protección de algunas personas respecto del régimen

anterior.

Dijo la concursante que había existido una evolución positiva. Que en el tema de

locación había dos derechos en pugna, el derecho de propiedad por un lado y el

derecho a la vivienda por el otro. Citó el fallo Ercolano de la Corte Suprema en el

que se había limitado el derecho de propiedad en función del derecho a la

vivienda. Luego aludió al constitucionalismo social que fue incorporado en la

constitución con el derecho a la vivienda digna. Que en el nuevo código se había

introducido la protección a la vivienda única. Aludió a situaciones en donde había

menores que proteger, refiriendo criterios jurisprudenciales y a la posibilidad de

disponer la entrega anticipada del bien como cuestión incidental, propiciando la

protección de los derechos de los menores que gozaban de tutela supra

constitucional, por lo menos en el marco de una cuestión incidental,

El Dr. Adle consultó si sería nula la cláusula que impide la entrada a una vivienda

de una persona con discapacidad.

Sostuvo Barros que sí, que el juez como proactivo tenía la obligación de hacer

respetar el derecho supraconstituiconal, derecho que estaba incorporado a la

constitución.

El Leg. Valdez preguntó si en el fuero bajo concurso había materia de consumo.

La entrevistada dijo que la jurisdicción estaba reservada en principio al fuero civil

y comercial, pero que sí había fallos en los que se aplicó la legislación de

consumo en algunos supuestos de desalojo en los que se podía invocar derechos

del consumidor.
yO

xx 2 Para noz . ..

dl ¿El Dr. Martínez pidió que exponga su opinión sobre la mediación como etapa

” previa.

La Dra. Barros manifestó que en el fuero de Documentos, en principio, en un gran

porcentaje de procesos que llegan a conocimiento que eran los procesos

ejecutivos, la mediación no era obligatoria; a diferencia de los procesos de daños
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